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Con la finalidad de garantizar a los infantes y adolescentes el ejercicio pleno 
de su desarrollo y formación integral, pretendiendo que crezcan en el 
ambiente familiar adecuado, dentro de una unidad familiar y una comunidad 
específica, rodeado de un ambiente de felicidad, amor y comprensión, donde 
prevalezca el reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin ninguna 
discriminación, el Gobierno Nacional promulgó la Ley 1098 de 2006, 
conocida como el “CÓDIGO DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA” – CIA-. 
 
A partir de su vigencia y amparados en su contenido, a través de una labor 
interinstitucional donde intervienen importantes fuerzas vivas del Estado, se 
ha pretendido imprimirle al manejo que debe darse a situaciones donde 
menores de edad, sean infantes o adolescentes, incurren en la comisión de 
conductas punibles, un trato diferente a aquel que se brinda a los adultos que 
cometen conductas punibles, en el marco del llamado SISTEMA DE 
RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES –SPRA-. 
 
Conscientes de la importancia que tiene el adecuado manejo de tan delicado 
tema, bajo la premisa que desde la Constitución Política de Colombia se 
proclama que los derechos fundamentales de los niños prevalecerán sobre 
los derechos de los demás, a las voces de su artículo 44, resulta de mucha 
utilidad adelantar un análisis real del comportamiento que ha tenido la 




Es así como al adentrarse en el estudio de los motivos que tuvo el Gobierno 
Nacional para la promulgación de la referida normatividad, surgen 
conclusiones que seguramente darán lugar a serias y profundas reflexiones 
en relación con la eficacia de la misma, en orden siempre a adoptar los 
correctivos que sean necesarios para garantizar que los propósitos que la 


















1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
1.1. DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
 
Todo cuanto guarda relación con la criminalidad obliga a la adopción de 
medidas severas, como la necesidad de que el Estado responda pronta y 
eficazmente a la sociedad, frente al auge de determinadas conductas 
criminales. 
 
En tratándose de la delincuencia cometida por infantes y adolescentes la 
situación obliga a una posición no solamente más cuidadosa, sino ante todo, 
en la que el Estado no pierda nunca de vista que en el contexto del Bloque 
de Constitucionalidad y de la Constitución Nacional, los derechos de los 
niños deben prevalecer respecto de los derechos de las demás personas; 
realidad que compromete a que cualquier lineamiento que se trace vaya 
mucho más allá de la adopción de medidas coyunturales y que conduzca en 
realidad de verdad a verdadera política criminal del Estado. 
 
De allí que ese conjunto de estrategias encaminadas a buscar un equilibrio 
económico, político y social, entendida como la política social del Estado, 
debe tener como punto de partida a la familia que al fin y al cabo es el núcleo 
fundamental de toda sociedad civilizada, conforme lo establece el artículo 42 
de nuestra carta constitucional. 
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Precisamente bajo los anteriores parámetros, nació a la vida jurídica la Ley 
1098 de 2006, llamada “Ley de Infancia y adolescencia” que entre otras 
cosas modificó el concepto del menor en la llamada “situación irregular” que 
orientaba en anterior Código del menor (Decreto 2737 de 1989), para buscar 
una mejor conceptualización en aquello que guarda relación con los menores 
de edad que incurren en actividades delictivas. 
 
Puede decirse entonces que esa intención del legislador encontró eco en la 
idea de una “formación integral”, ajustada a las tendencias del Derecho 
Internacional en el marco de los tratados Internacionales suscritos y 
ratificados por Colombia, todo ello sin perder de norte que siempre debe 
existir una íntima e inseparable correspondencia entre la familia, la sociedad 
y el Estado. 
 
La realidad de la institución familiar colombiana es que sufre todos los 
impactos de cualquier hecho, suceso o acontecimiento que sobrevenga 
dentro de nuestra sociedad, no siendo fácil garantizar que la población 
infante y adolescente permanezca asegurada o blindada frente a toda suerte 
de eventualidades y antes por el contrario debemos reconocer que al Estado 
le resulta virtualmente imposible evitar que por una u otra circunstancia esa 
población alcance a verse involucrada en los conflictos sociales de Colombia. 
 
Semejante panorama obliga del legislador su mayor esfuerzo y de la 
sociedad la toma de conciencia en cuanto que la familia necesita de manera 
urgente ser fortalecida. Nace así la Ley 1098 de 2006 en cuyo articulado se 
establecen los procedimientos y sanciones que deben aplicarse en relación 
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1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Y con dicha ley surge el llamado SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL 
PARA ADOLESCENTES –SRPA-, que de ser aplicado en forma efectiva 
conducirá a la satisfacción de los fines esenciales de la administración de 
justicia como son la verdad, la justicia y la restauración de las víctimas del 
injusto penal. 
 
Es preciso entrar a analizar si efectivamente existe la voluntad política del 
Estado para afrontar la problemática social que entraña la actual 
descomposición social, donde desde muy temprana edad los infantes y 
adolescentes incurren en un sinnúmero de conductas irregulares, llevados 
allí quizás por la carencia de oportunidades, por la desaparición de la figura 
paterna en hogares donde la madre desempeña múltiples roles y donde por 
la falta de inversión social los menores de edad se ven abocados a asumir 
tareas que no les corresponde, todo lo cual y algunas circunstancias 
adicionales conducen al incremento de los índices de criminalidad donde 
aparecen involucrados jóvenes o, lo que puede ser peor aún, casos en los 
que son los menores las víctimas de esas conductas punibles. 
 
Es precisamente tema que ameritaría toda suerte de estudios, entrar a 
determinar si la Ley 1098 de 2006, con todo y su Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes efectivamente está resultando 
eficaz para prevenir la criminalidad y, ante todo, para cumplir el mandato 
constitucional de la protección a los niños y el propósito que guía a la 
administración de justicia, en el sentido de garantizar la búsqueda de la 




Tal como se viene recalcando, más allá de buscar imponer una sanción al 
menor infractor de la ley penal, lo que ha pretendido el Estado a través de la 
promulgación del Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2006), es 
adoptar mecanismos correctivos, aplicar una especie de justicia preventiva 
respecto del menor que ha cometido una conducta irregular. 
 
Del mismo modo ha querido el ente central implementar la denominada 
justicia restaurativa, concebida como el necesario ajuste de las condiciones 
sociales a la realidad existente antes de la comisión de un delito según 
hechos en los cuales es un infante el protagonista; o sea, que además de la 
búsqueda de la imposición de sanciones no castigadoras sino más bien 
medidas correctivas, también se obtenga la reparación de los daños y 
perjuicios sobrevenidos con la comisión del injusto penal. 
 
Surge así la pregunta que constituye el eje temático de la presente 
investigación, ¿Han resultado eficaces las sanciones impuestas a los 
menores infractores de la Ley penal Colombiana, con arreglo a lo establecido 







3.  JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Esta investigación resulta importante además de necesaria para  conocer a 
través de información estadística, cuál ha sido el comportamiento de la 
actividad judicial en ejercicio de la aplicación de la Ley 1098 de 2006 en el 
Departamento de Risaralda durante los años 2007, 2008, 2009, 2010 y 2011, 
según fuente de la Unidad de Responsabilidad Penal para Adolescentes.   
 
La necesidad del servicio de administración de justicia obliga a ofrecer una 
demanda del mismo por los servidores públicos que corresponda a los fines 
mismos de esa función tan esencial del Estado y si se realiza un análisis de 
cuál ha sido el comportamiento de la aplicación de dichos preceptos legales, 
todo ello deberá redundar en bien de la sociedad en general. 
 
Deberá servir igualmente como punto de referencia para futuros estudios y, 
por qué no, podrá contribuir de algún modo a la adopción de medidas 
correctivas de aquellos aspectos que por una u otra razón no estén operando 
de manera adecuada, en la medida que las conclusiones y las 








4.  OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
4.1. OBJETIVO GENERAL: 
 
El propósito fundamental de este trabajo de investigación es establecer si las 
sanciones que consagra el Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 
2006) son eficaces. 
 
4.2.  OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
 
1º.- Determinar si efectivamente los operadores jurídicos están aplicando las 
sanciones contempladas en la Ley 1098 de 2006 en manera efectiva; es 
decir, si se está verificando el cumplimiento de las sanciones impuestas; 
 
2º.- Conocer cuál es la impresión que se tiene dentro de la sociedad 
pereirana en cuanto a la respuesta que se está dando por parte de la Rama 
Judicial a la problemática de la delincuencia juvenil, específicamente en lo 
que guarda relación con el presunto infractor de la ley penal; 
 
 3º.- Obtener un documento que sirva como referente tanto para funcionarios, 
empleados y autoridades de todo orden que tengan qué ver con la aplicación 
del Código de Infancia y Adolescencia, como para aquellas personas que 





Una primera visión del problema a investigarse permite sostener que en 
Colombia el sistema penal colombiano ha estado diseñado en un esquema 
primero de naturaleza inquisitiva donde los funcionarios se encargaban 
primero de restringir el derecho fundamental de la libertad de las personas, 
para luego adelantar la investigación de donde se determinaba por último si 
la persona era o no responsable de determinada conducta. 
Bajo este esquema, muy poco o nada se hacía por darle importancia a la 
víctima del injusto penal y menos aún se disponía de un mecanismo que 
permitiera juzgar en forma pronta y eficaz el comportamiento de las personas 
menores de edad que llegaran a infringir la ley penal. 
Más adelante se modificó el sistema empezando a regir el denominado 
sistema mixto con tendencia acusatoria y desde ese momento se comenzó a 
gestar una tendencia claramente garantista, donde la víctima comenzó a 
adquirir mayor relevancia jurídica y además, donde quien siendo menor de 
edad incurría en una infracción al ordenamiento jurídico penal, era juzgado 
por una autoridad especial creada para tal efecto como era el Juez de Menor 
cuya competencia estaba asignada al conocimiento y juzgamiento de esta 
modalidad de infractores. 
Fue en vigencia del actual sistema acusatorio, concebido a partir del Acto 
legislativo 003 de 2002, cuando se hizo posible crear los Juzgados Penales 
de Infancia y Adolescencia, en virtud de lo cual y teniendo clara la distinción 
entre funciones de investigación asignadas a la Fiscalía General de la Nación 
y de juzgamiento en cabeza de los Jueces de conocimiento, se allanó el 
camino para el trámite más rápido y eficaz de los infantes y adolescentes que 
vulneran el sistema penal en Colombia. 
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Precisamente habiendo transcurrido algo más de 5 años de vigencia del 
mencionado sistema acusatorio, resulta oportuno realizar una especie de 
diagnóstico acerca de si han sido eficaces las sanciones penales aplicadas a 
quienes infringen la ley penal, no solamente desde la óptica del propio 
operador jurídico, sino también hacia el destinatario de esa ley como es la 







ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL CON RESPETO A LA EFECTIVIDAD DE 
SANCIONES Y PREVALENCIA DE LAY 1098 DE 2006 DE INFANCIA Y 
ADOLESCENCIA 
 
Haciendo un recorrido sobre la jurisprudencia que se ha dado en cuanto al 
tema de la efectividad de la Ley 1098 de 2006 y en lo que tiene que ver con 
las sanciones, podemos encontrar en la sentencia C-740/08 Julio 23/08 con 
ponencia del magistrado Jaime Araujo Rentaría, que expresa sobre sujetos 
titulares de derechos.  
“Para todos los efectos de esta ley son sujetos titulares de derechos todas 
las personas menores de 18 años. Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 34 del Código Civil, se entiende por niño o niña las personas entre 
los 0 y los 12 años, y por adolescente las personas”1 
En primer lugar, la Corte señaló que si bien es cierto que la Constitución 
consagra de manera separada (arts. 44 y 45) los derechos de los niños y los 
adolescentes, lo que haría pensar que se otorga una protección distinta a los 
niños y a los adolescentes, de acuerdo con sus antecedentes en los debates 
de la Asamblea Constituyente, es claro que la intención fue la de garantizar 
la misma protección especial tanto a los niños en sentido estricto o 
restringido como a los adolescentes, de modo que unos y otros están 
comprendidos en el concepto amplio de “niño” contenido en el artículo 44 
superior. Esta concepción del constituyente guarda total armonía con el 
artículo 1º de la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989. Por ello, 
las definiciones de niño o niña y de adolescente contenidas en el artículo 3º 
de la Ley 1098 de 2006 no privan a los adolescentes de la protección 
especial que les brinda la Constitución y por el contrario son definiciones 
 
1
 Sentencia C-740/08 Julio 23/08 con ponencia del magistrado Jaime Araujo Rentaría 
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necesarias en la regulación legal sobre la protección de los menores que 
delimita el ámbito de aplicación de la misma. En segundo lugar, la Sala 
señaló que la exigencia de un título de postgrado para desempeñar el cargo 
de Defensor de Familia prevista en el numeral 3 del artículo 80 de la Ley 
1098 de 2006 en nada contraviene la Carta Política, toda vez que de 
conformidad con el artículo 26 superior, la ley puede exigir títulos de 
idoneidad para el ejercicio de las profesiones, como también el legislador 
goza de potestad de configuración en la regulación de la función pública, con 
los límites impuestos por los valores, principios y derechos constitucionales 
(arts. 114 y 150-23 C.P.). En tercer lugar, la Corte advirtió que en virtud de lo 
prescrito en el artículo 118 de la Constitución, al Ministerio Público 
corresponde la guarda y promoción de los derechos humanos, entre otras 
funciones y según lo establecido en el artículo 277 superior, el Procurador 
General de la nación, por sí o por medio de sus delegados y agentes, tendrá 
entre otras, las funciones de proteger los derechos humanos y asegurar su 
efectividad con el auxilio del Defensor del Pueblo y las demás que determine 
la ley. De este modo, bien puede el legislador establecer, como lo hace en el 
numeral 4 del artículo 95 de la Ley 1098 de 2006, que el Ministerio Público 
tenga atribución de hacer “recomendaciones” a las autoridades y a los 
particulares en caso de amenaza o violación de los derechos humanos de los 
menores, sin que con ello se desconozca la normatividad superior. En cuarto 
lugar, conforme a la atribución del legislador para regular los procedimientos 
administrativos y judiciales (arts, 29, 114 y 150, num. 1 y 2 C.P.), con los 
límites que imponen los principios, valores y derechos constitucionales, bien 
puede someter las decisiones adoptadas por los defensores y comisarios de 
familia a la homologación o confirmación de los jueces de familia, por petición 
de una de las partes o del Ministerio Público, lo cual es constitucionalmente 
válido en aras de la defensa del interés superior del menor. En el mismo 
sentido, resulta legítimo que si la autoridad administrativa no toma su 
decisión dentro del término legal pierda la competencia y deba remitir el 
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expediente al Juez de Familia para que adelante la actuación o el proceso 
respectivo. En ese orden no prosperaron los cargos formulados contra los 
apartes del artículo 100 de la Ley 1098 de 2006. En quinto lugar, a la vez que 
reiteró la protección especial de que gozan los niños en virtud de la 
Constitución y diversos tratados internacionales, la Corporación recordó la 
obligación de los Estados que suscribieron la Convención sobre los Derechos 
del Niño, de adoptar procedimientos específicos o especiales para los niños 
a quienes se impute responsabilidad penal. Es así como la Ley 1098 de 2006 
constituye un sistema específico o especial de responsabilidad penal para los 
menores, lo cual guarda consonancia con lo dispuesto en los artículos 44 y 
45 de la Constitución. En este sentido, las remisiones que en forma 
complementaria hacen los artículos 144 y 151, inciso primero de la Ley 1098 
de 2006 a la Ley 906 de 2004 que contiene el nuevo Código de 
Procedimiento Penal y regula un procedimiento con tendencia acusatoria, 
además de la inclusión de los funcionarios de la Fiscalía General de la 
Nación en el citado sistema por parte del artículo 163, numerales 1 y 5 del 
Código de la Infancia y la Adolescencia, no desvirtúan la naturaleza 
específica o especial del procedimiento de responsabilidad penal para 
adolescentes, en la medida que amplían las garantías de que tales menores 
pueden ser beneficiarios. En consecuencia, las normas citadas fueron 
declaradas exequibles. En sexto lugar, la Corte observó que ni la 
Constitución Política ni los tratados internacionales exigen la reserva de los 
procesos de responsabilidad penal para adolescentes, en todo o en parte, 
por causal del interés superior del niño y de la protección especial que los 
mismos le otorgan. En consecuencia, el legislador, en ejercicio de su 
potestad de configuración normativa en materia de procedimientos (arts. 29, 
114, 150, num. 1 y 2 C.P.), puede regular el desarrollo de las audiencias 
dentro de dichos procesos en forma amplia, siempre y cuando respete los 
valores, principios y derechos constitucionales. De esta manera, resulta 
válido que la ley autorice a los jueces de control de garantías y de 
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conocimiento para decidir según el caso y atendiendo a su naturaleza y 
características, a las condiciones del adolescente y en particular, a los 
posibles efectos sicológicos negativos, que las audiencias sean cerradas al 
público, lo cual constituye una garantía adicional de los derechos de los 
adolescentes. Por estas razones, no prosperaron los cargos formulados 
contra el artículo 147 de la ley 1098 de 2006 que la Corte declaró exequible. 
De igual manera es importante recalcar que La Corte Constitucional ha sido 
enfática al aclarar que el principio del interés superior del niño, no constituye 
un ente abstracto, desprovisto de vínculos con la realidad concreta sobre el 
cual se puedan generar reglas generales de aplicación mecánica y mocho 
menos discrecional. Al contrario; el contenido del interés superior, siendo de 
naturaleza real, solo se puede establecer prestando la debida consideración 
a las circunstancias individuales de cada niño, niña o adolescente, que debe 
ser atendido por la familia, la sociedad y el Estado con todo el cuidado que 
necesita su situación personal. 
En la sentencia de la Corte Constitucional T-587 del 20 de octubre de 1997 
con ponencia del Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz expone sobre el interés 
superior:  
"El interés superior del menor no constituye una cláusula vacía susceptible 
de amparar cualquier decisión. Por el contrario, para que una determinada 
decisión pueda justificarse en nombre del mencionado principio, es necesario 
que se reúnan, al menos, cuatro condiciones básicas: 1) en primer lugar, el 
interés del menor en cuya defensa se actúa debe ser real, es decir, debe 
hacer relación a sus particulares necesidades y a sus especiales aptitudes 
físicas y sicológicas; 2) en segundo término debe ser independiente del 
criterio arbitrario de los demás y, por tanto, su existencia y protección no 
dependen de la voluntad o capricho de los padres o de los funcionarios 
públicos, encargados de protegerlo; 3) en tercer lugar, se trata de un 
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concepto relacional, pues la garantía de su protección se predica frente a la 
existencia de interés en conflicto cuyo ejercicio de ponderación debe ser 
guiado por la protección de este principio; 4) por último debe demostrarse 
que dicho interés tiende a lograr un beneficio jurídico supremo consistente en 
el pleno y armónico desarrollo de la personalidad del menor"2. 
De acuerdo con la Corte constitucional en la sentencia C-951/07 de Nov. 
14/07 con respecto a La ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y de la 
Adolescencia con ponencia del doctor Jaime Córdoba Triviño en torno a la 
amonestación, dice la Sentencia que la medida de amonestación consiste en 
la conminación a los padres o a las personas responsables del cuidado del 
niño, niña o adolescente sobre el cumplimiento de las obligaciones que les 
corresponden o que la ley les impone. “Comprende la orden perentoria de 
que cesen las conductas que puedan vulnerar o amenazar los derechos de 
los niños, las niñas y los adolescentes, con la obligación de asistir a un curso 
pedagógico sobre derechos de la niñez, a cargo de la Defensoría del Pueblo, 
so pena de multa convertible en arresto. 
En cuanto al incumplimiento de las obligaciones impuestas en la diligencia de 
amonestación, acarreará a los infractores la sanción de multa equivalente al 
valor de uno (1) a cien (100) salarios mínimos diarios legales vigentes, 
convertibles en arresto a razón de un (1) día por cada salario diario mínimo 
legal vigente de multa”3. 
Es por eso que en la decisión de la sentencia se declara inhibida para emitir 
un pronunciamiento de fondo en relación con la constitucionalidad de las 
expresiones demandadas de los artículos 54 y 55 de la Ley 1098 de 2006, 
 

Corte constitucional en la sentencia C-951/07 de Nov. 14/07 con respecto a La ley 1098 de 2006 o 
Código de la Infancia y de la Adolescencia con ponencia del doctor Jaime Córdoba
3
 Corte constitucional en la sentencia C-951/07 de Nov. 14/07 con respecto a La ley 1098 de 2006 o 
Código de la Infancia y de la Adolescencia con ponencia del doctor Jaime Córdoba Triviño 
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por encontrar que en este caso hay lugar a la ineptitud sustancial de la 
demanda. 
De igual manera en la sentencia C-033/08 de Enero 23/08 con magistrado 
ponente JAIME CORDOBA TRIVIÑO, y con respecto de principio de 
oportunidad, conciliación y reparación integral de los daños. procesos 
seguidos a los adolescentes como partícipes de delitos cometidos por grupos 
armados al margen de la ley. presupuestos para presentar en debida forma 
una demanda de inconstitucionalidad, se argumenta sobre el tema que Las 
autoridades judiciales deberán facilitar en todo momento el logro de acuerdos 
que permitan la conciliación y la reparación de los daños, y tendrán como 
principio rector la aplicación preferente del principio de oportunidad. Estas se 
realizarán con el consentimiento de ambas partes y se llevarán a cabo con 
una visión pedagógica y formativa mediante la cual el niño, la niña o el 
adolescente pueda tomar conciencia de las consecuencias de su actuación 
delictiva y de las responsabilidades que de ella se derivan. Así mismo, el 
conciliador buscará la reconciliación con la víctima. 
Cuando de la aplicación del principio de oportunidad se pudieren derivar 
riesgos para la vida y la integridad física del adolescente, el juez competente 
deberá ordenar otras medidas de protección, las cuales incluirán, entre otras, 
ayudas económicas para el cambio de residencia de la familia. El Gobierno 
gestionará la apropiación de las partidas necesarias para cubrir a este rubro4. 
Por lo tanto puede evidenciarse, de acuerdo a lo expuesto en la sentencia  C-
033 de 2008 que EL principio de oportunidad en los procesos seguidos a los 
adolescentes como partícipes de los delitos La Fiscalía General de la Nación 
podrá renunciar a la persecución penal, en los casos en que los 
adolescentes, en cualquier condición hayan hecho parte de grupos armados 
al margen de la ley, o hayan participado directa o indirectamente en las 
 

Sentencia C-033/08 de Enero 23/08 con magistrado ponente JAIME CORDOBA TRIVIÑO
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hostilidades o en acciones armadas o en los delitos cometidos por grupos 
armados al margen de la ley cuando: 
1. Se establezca que el adolescente tuvo como fundamento de su decisión 
las condiciones sociales, económicas y culturales de su medio para haber 
estimado como de mayor valor la pertenencia a un grupo armado al margen 
de la ley. 
2. Se establezca que la situación de marginamiento social, económico y 
cultural no le permitían al adolescente contar con otras alternativas de 
desarrollo de su personalidad. 
3. Se establezca que el adolescente no estaba en capacidad de orientar sus 
esfuerzos a conocer otra forma de participación social. 
4. Por fuerza, amenaza, coacción y constreñimiento. 
Los adolescentes que se desvinculen de grupos armados al margen de la 
ley, tendrán que ser remitidos al programa de atención especializada del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para niños, niñas y adolescentes 
desvinculados de grupos armados irregulares. 
Por último en la Sentencia C-055/10, Magistrado Ponente: Dr. Juan Carlos 
Henao Pérez de fecha del tres (3) de febrero de dos mil diez (2010), expresa: 
“PROHIBICIÓN DE JUZGAMIENTO EN AUSENCIA. Los adolescentes 
sometidos a procesos judiciales por responsabilidad penal no serán juzgados 
en su ausencia. En caso de no lograrse su comparecencia se continuará la 
investigación y el defensor público o apoderado asumirá plenamente su 
defensa hasta la acusación o la preclusión. Si hay acusación, se notificará al 
defensor público o apoderado y al Defensor de Familia. El proceso se 
suspenderá mientras se logra la comparecencia del procesado. En estos 
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eventos la prescripción de la acción penal se aumentará en una tercera 
parte”5. 
Además se ha expuesto en la sentencia C-545 de 2008,  
“la sola circunstancia de encontrarse sometido a un proceso penal, sea en 
etapa instructiva o durante el juicio, es un criterio de igualación que si bien 
resulta en principio relevante (…), no es suficiente para, a partir de él, 
predicar la igualdad de todos los sujetos que se encuentren en dicha 
situación y pretender entonces deducir exactamente las mismas 
consecuencias jurídicas”6.  
De lo anterior se deduce, que en el presente asunto el legislador ha 
establecido, fundado en el mandato constitucional que le impone un trato 
diferenciado para con el menor, un sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes, claramente especializado y diferenciado del sistema procesal 
penal común previsto para adultos, que responde a finalidades distintas, 
basadas en la edad y condición del sujeto. De allí que se haya ordenado en 
el artículo 140 del C.I.A.: “En materia de responsabilidad penal para 
adolescentes tanto el proceso como las medidas que se tomen son de 
carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de 
adultos, conforme a la protección integral. El proceso deberá garantizar la 
justicia restaurativa, la verdad y la reparación del daño. 
“En caso de conflictos normativos entre las disposiciones de esta ley y otras 
leyes, así como para todo efecto hermenéutico, las autoridades judiciales 
deberán siempre privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los 
principios de la protección integral, así como los pedagógicos, específicos y 
 

 Sentencia C-055/10, Magistrado Ponente: Dr. Juan Carlos Henao Pérez de fecha del tres (3) de 
febrero de dos mil diez (2010),
6
 Con referencia al debido proceso penal de los congresistas ante la Corte Suprema de Justicia, 
respecto del proceso ordinario adelantado contra particulares. 
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diferenciados que rigen este sistema”. En nada desvirtúa la especialidad y 
por tanto la diferenciación del régimen procesal penal del menor respecto del 
adulto, el hecho de que en el artículo 144 del Código, en concordancia con el 
151 y el 163, se haya previsto la aplicación subsidiaria de las normas de 
procedimiento consagradas en la ley 906 de 2004, pues como se indicó en la 
sentencia C-740 de 2008, esto no quita el carácter específico del sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes consagrado en la Ley 1098 de 2006 
“y en, cambio, se amplían las garantías de las que tales menores pueden ser 
beneficiarios”.  
En estas condiciones, como quiera que en principio no resulten equiparables 
los regímenes jurídicos de orden procesal penal establecidos para 
adolescentes y para adultos, el cargo por violación del principio de igualdad 
esgrimido por el demandante respecto del artículo 158 del C.I.A., no resulta 
procedente, pues el criterio de comparación o tertium comparationis 
empleado apela situaciones notoriamente distintas.   
Sobre la libertad de configuración del legislador y sus límites en materia 
procesal, dijo la Corte en sentencia C-227 de 2009:  
“Ha establecido la jurisprudencia de esta Corte, que la cláusula general de 
competencia de la que goza constitucionalmente el legislador, - numeral 2º 
del artículo 150 del Estatuto Superior -, lo habilita con amplio margen de 
configuración, para regular los procedimientos, las  etapas, los términos, los 
efectos y demás aspectos de las instituciones procesales en general. 
“La relevancia de esta atribución constitucional, ha sido destacada por la 
Corte, al señalar que tal prerrogativa le permite al legislador fijar las reglas a 
partir de las cuales se asegura la plena efectividad del derecho fundamental 
al debido proceso (artículo 29 C.P.), y del acceso efectivo a la administración 
de justicia (artículo 229 C.P.). Además, son reglas que consolidan la 
seguridad jurídica, la racionalidad, el equilibrio y finalidad de los procesos, y 
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permiten desarrollar el principio de legalidad propio del Estado Social de 
Derecho7.  
“(…) En estos términos, mientras el legislador, no ignore, obstruya o contraríe 
las garantías básicas previstas por la Constitución, goza de discreción para 
establecer las formas propias de cada juicio, entendidas éstas como ‘el 
conjunto de reglas señaladas en la ley que, según la naturaleza del proceso, 
determinan los trámites que deben surtirse ante las diversas instancias 
judiciales o administrativas’ ”8.  
De acuerdo a los argumentos jurisprudenciales expuestos, no se puede 
olvidar que, cuando el legislador contempla procedimientos distintos, con 
garantías diferentes, ejerce, de manera legítima, como lo ha establecido esta 
Corporación, su potestad de configuración legislativa9, que para el caso de lo 
previsto en el artículo 150-2 de la Constitución, permite autónomamente 
determinar la estructura del procedimiento judicial a emplear en los diferentes 
casos y frente a los distintos sujetos, sometido sí  al estricto cumplimiento de 
la preceptiva constitucional. Como en múltiples oportunidades se ha 
reconocido10 en cuanto a la fijación de formas procesales, de acuerdo a lo 





Sentencia T-001 de 1993. 
8
 Sentencia C-562 de 1997.

Sentencia  C-316 de abril 30 de 2002.
10
 Ver entre otras las sentencias C-742 de 1999, C-384 de 2000, C-803 de 2000, C-591 de 2000, C-596 
de 2000, C-1717 de 2000, C-680 de 1998. 
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5. DESARROLLO INVESTIGATIVO 
 
Para toda la sociedad colombiana es claro que dentro del catálogo de 
derechos fundamentales, también considerados de primera generación, se 
tiene el deber de hacer prevalecer los derechos de los niños. En esta 
dirección apuntan todas las disposiciones legales vigentes y yendo un poco 
más allá, prácticamente todas las legislaciones del mundo procuran antes 
que cualquier cosa, tutelar los derechos de los niños, los cuales van desde 
tener acceso a los servicios básicos como la educación, la salud, la 
integridad física, la seguridad social, hasta tener una familia y acceder a una 
formación integral. 
El Título II, capítulo 2 de nuestra Carta política, al consagrar bajo el epígrafe 
los Derechos, las garantías y los deberes, tuvo a bien incluir en su artículo 44 
los derechos fundamentales de los niños y señalar de manera clara que 
todas las instancias; esto es, la familia, la sociedad y el Estado mismo tienen 
la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo 
armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
En desarrollo de lo contemplado en nuestra Constitución Política, nace a la 
vida jurídica la Ley 1098 de Noviembre 8 de 2006, “Código de Infancia y 
Adolescencia” –CIA-, estableciendo claramente que son sujetos titulares de 
derechos, todas las personas menores de 18 años, entendiéndose por niño o 
niña quienes cuenten entre cero (0) y doce (12) años; en tanto es 
adolescente aquel cuya edad fluctúe entre los doce (12) y los dieciocho (18) 
años de edad. 
Puede decirse entonces que el Código de Infancia y Adolescencia está 
fundado en el interés superior del niño y en materia de determinada 
responsabilidad penal, conceptualmente se sostiene que su población no son 
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propiamente los menores infractores de la ley penal que deben ser 
protegidos por encontrarse aparentemente en una situación irregular, sino 
más bien el adolescente que llegue a ser vinculado a lo que se conoce como 
el “SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA ADOLESCENTES” –
SRPA- por haber incurrido en alguna conducta punible, aunque mirándolo 
desde el plano del respeto debido a sus derechos y de justicia restaurativa. 
El mencionado sistema procura recoger una tendencia mundial encaminada 
a aplicar más que una justicia sancionadora, una justicia de corte 
restaurativo, donde lo que se busca en últimas es que además de procurar 
obtener la verdad y la justicia, se obtenga además una eventual reparación 
de daños, donde el interés primordial no es el castigo como tal como sí que 
las medidas que lleguen a adoptarse tengan un carácter más pedagógico, 
específico y diferenciado conforme a la protección integral, evidentemente 
opuesto a aquel que se aplica en el sistema penal para adultos infractores de 
la ley penal. 
Y fue justamente en este sentido que al dejar claro que el interés no es 
castigar por castigar, sino más bien educar, formar integralmente, así como 
acercarse al concepto de protección integral, la misma Corte Constitucional a 
través de la Sentencia C-979 de 2005 acogió el concepto de justicia 
restaurativa presente en la Resolución Nº 2000/14 del Consejo Económico y 
Social de la Organización de Naciones Unidas –ONU-, en virtud del cual todo 
delito que afecte a las personas y sus relaciones, debe conllevar per se el 
logro de una justicia encaminada además a reparar los daños ocasionados 
con el delito; es decir, que se subsane el daño derivado del injusto penal. 
Expresado en otros términos, el SRPA se interesa tanto en la conducta 
punible cometida por un infante o un adolescente, como en sus 
consecuencias, antes incluso que en el delito y en la pena. Va más allá en la 
medida en que persigue que ese menor o adolescente tome consciencia de 
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la gravedad de su comportamiento y de las implicaciones que este actuar 
tiene para su propio proyecto de vida, el de la víctima de sus conductas, los 
efectos para la sociedad y para todo su entorno, promoviendo siempre 
acciones restauradoras, pedagógicas, formativas que garanticen su propio 
proceso de formación bajo el entendido que ese proceso judicial debe ir de la 
mano con el proceso de restablecimiento y protección de los derechos, tanto 
del mismo adolescente, como de quien sufrió las consecuencias de sus 
actos, con mayor razón en tratándose de una persona menor de edad. 
Queda claro entonces que el adolescente es todo un sujeto de derechos y 
bajo esa perspectiva su responsabilidad penal por determinada conducta 
debe estar enmarcada dentro de la justicia restaurativa, de tal modo que a 
partir del momento en que se actualiza la comisión de un delito, dígase mejor 
al asumir determinada conducta irregular, nace ipso facto un proceso de 
corresponsabilidad entre el Estado, la Sociedad y la Familia que busca la 
protección integral, tal como lo manda la Constitución Nacional, de los 
derechos de ese adolescente. 
El SRPA concibe al adolescente como un sujeto de derechos y en ese orden 
de ideas su eventual responsabilidad penal debe estar contextualizada 
dentro de la llamada justicia restaurativa, donde más allá de buscar un 
castigo para un delincuente, se busca es la verdad, la reparación y un 
resarcimiento de derechos, enfocando siempre la aplicación de la ley penal 
hacia el menor efecto negativo posible respecto de ese menor infractor. 
En consecuencia el SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL PARA 
ADOLESCENTES –SPRA-, avanza en la formación de un ciudadano 
respetuoso de las normas que rigen esa sociedad donde vive (Expresión 
clara del Control Social Formal) y que comprenden el daño que se ha 
ocasionado con el delito a la convivencia pacífica y el adecuado ejercicio de 
las libertades ciudadanas. 
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No puede ser entonces un trabajo aislado o asignado de manera exclusiva a 
las autoridades judiciales, sino que debe existir una política criminal del 
Estado encaminada a garantizar el cumplimiento de tales propósitos y para 
ello otras autoridades del orden nacional como el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar –ICBF-, la Defensoría del Pueblo, la Policía Nacional, la 
Procuraduría General de la Nación a través de sus agentes del Ministerio 
Público, tienen el compromiso de participar en todos los procesos que se 
adelanten y hacerlo de manera activa, eficaz, dinámica. 
Así las cosas, la puesta en marcha del aparato judicial comienza desde el 
instante en que un infante o un adolescente incurre en determinada conducta 
irregular y todas las autoridades encauzan sus esfuerzos en la búsqueda de 
una solución al conflicto, correspondiéndole al Juez de Infancia y 
Adolescencia imponerle al infractor ciertas obligaciones y regulaciones de su 
modo de vida. 
La ejecución de esas medidas implica un seguimiento por parte de la misma 
autoridad judicial aunque acompañada del Defensor de Familia, sin olvidar 
que la necesidad de implementar una especie de oferta para la sanción con 
el liderazgo del ICBF y las entidades territoriales, incluyendo entornos 
familiares, comunitarios e institucionales del adolescente, como pueden ser 
entre otros los planteles educativos. 
Las sanciones que contempla el SRPA para los infractores de la ley penal 
comprenden seis (6) modalidades como son la amonestación, las reglas de 
conducta, la prestación de servicios a la comunidad, la libertad vigilada, 




Para el cumplimiento de dichas medidas el SPRA debería contar con una 
infraestructura adecuada y sujeta a determinados lineamientos técnicos 
especializados y diferenciados, que exigen una construcción conjunta por 
parte de entidades del mismo sistema y bajo la coordinación de entidades 
como el ICBF, la Fiscalía General de la Nación –FGN-, la Policía Nacional, el 
Ministerio Público, entre otras  
Dicho en otros términos, se trata de inmuebles de alta complejidad, con 
funcionalidad especializada para el acceso y trato entre los servidores 
públicos, los adolescentes involucrados en el respectivo asunto y el público 
en general, incluyendo las familias de los infractores y de las víctimas, que 
posibiliten un proceso de justicia restaurativa y que garanticen derechos, todo 
ajustado a unos estándares internacionales. 
Además no puede perderse de vista que la puesta en marcha de un proyecto 
de tal envergadura requiere un esquema o modelo que asegure su 
mantenimiento, su dotación y operatividad en términos presupuestales y 
logísticos.  
El análisis de la información obtenida en desarrollo de la presente labor 
investigativa ha llevado a detectar algunas dificultades que se han 
presentado en la aplicación de la Ley 1098 de 2006 en materia penal, 
destacándose entre ellas las siguientes: 
1º.- Falta de cumplimiento por parte de los entes territoriales de las 
obligaciones señaladas por el principio de corresponsabilidad, especialmente 
relacionado con las instituciones de reeducación para los jóvenes y los 
adolescentes, cuya tarea debe ser encomendada a profesionales 
especializados, quienes tienen el deber de adelantar y coordinar los procesos 
de protección, educación y restablecimiento de los derechos contemplados 
en el Código de infancia y Adolescencia. 
31 
Esa corresponsabilidad no es más que la concurrencia de actores y acciones 
encaminadas a garantizar la protección de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, la Familia, la Sociedad y el Estado mismo, todos ellos 
llamados a ejercer dicho principio. 
2º.- Dificultades en la asignación de recursos presupuestales que garanticen 
la continuidad de los procesos iniciados en el propósito de la aplicación de 
los postulados que inspiran la Ley 1098 de 2006, situación que incluso ha 
llevado a la búsqueda de recursos a través de Convenios con entidades de 
los órdenes Municipal y Departamental que en sí mismas tienen sus propias 
limitaciones. 
3º.- Inadecuado montaje de las instalaciones desde el momento mismo de la 
vigencia de la Ley 1098 de 2006, lo que ha conducido a la realización de 
algunas de las tareas en forma anti técnica e improvisada. 
4º.- La carencia de recursos e inclusive de una verdadera autonomía 
presupuestal y administrativa queda reflejada en que la actualización de los 
procesos resulta incompleta para colmar las necesidades del servicio. 
De otro lado, el comportamiento observado entre el 15 de Marzo de 2007 y el 
30 de Agosto de 2011, de acuerdo con la información suministrada por la 
Unidad de Responsabilidad penal para adolescentes indica los siguientes 
datos en relación con la actividad judicial: 
CARGA LABORAL:     1225 
ESTADO DE LOS PROCESOS: 
En indagación:     982 
En investigación:      32 
En juicio:      195 
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TOTAL IMPUTACIONES:    791 
 CON MEDIDA DE ASEGURAMIENTO 
(INTERNAMIENTO PREVENTIVO)  135 
FALLOS SANCIONATORIOS   703 
FALLOS ABSOLUTORIOS      3 
MENORES REINCIDENTES   297 




TOTAL IMPUTACIONES:CON MEDIDA DE
ASEGURAMIENTO 791









6. DATOS ESTADÍSTICOS DEL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 
PENAL PARA ADOLESCENTES REGIONAL RISARALDA - 
DISTRITO JUDICIAL PEREIRA 
 
De acuerdo a datos suministrados por el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar ICBF, los siguientes son los datos consolidados en Responsabilidad 
Penal para Adolescentes en el período comprendido entre abril de 2008 a 
Agosto de 2011. 
PERIODO CONSOLIDADO: 1º ABRIL DE 2008 AL 30 AGOSTO 2011 
 




























De los 693  casos sancionados en la región: El 22,9% han sido remitidos a 
Centros de Atención Especializados, privados de la libertad, Siendo la 
segunda sanción más impuesta, luego de reglas de conducta con 29,3% 
 
Fuente: Defensorías de Familia Periodo 1|/Abril/08 a 30 AGOSTO de 2011 
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El comportamiento durante el periodo analizado evidencia un incremento en 
las reincidencias en hombres. En los últimos meses de Enero a AGOSTO el 
incremento equivale al 92,9% de lo presentado durante todo el año 2010. 
 
El comportamiento durante el periodo analizado evidencia una disminución 
en las actuaciones ante jueces de garantía, siendo las más significativas del 
trimestre: 
Reintegro al hogar sin proceso judicial 70 % Lo anterior prevé un 
incremento significativo de sanciones como se ve a continuación: 
 
Fuente: Defensorías de Familia Periodo 1|/Abril/08 a 30 AGOSTO de 2011 
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6.1. INTERPRETACIÓN DE DATOS  
 
Las cifras obtenidas permiten arribar a la siguiente interpretación: 
 
1) Existe una carga laboral exagerada para la cantidad de operadores 
jurídicos que prestan sus servicios en el Distrito Judicial de Pereira 
 
2) No se cuenta con suficiente personal subalterno para la demanda del 
servicio de justicia 
 
3) El desfase existente entre la carga laboral y la prestación del servicio 
se traduce en aumento de los índices de impunidad en los asuntos 
relacionados con infantes y adolescentes 
 
4) Se advierten dificultades coyunturales en la iniciación de la acción 
penal que conducen a que existan muchas acciones en estado de 
indagación y sin posibilidades próximas de una solución definitiva del 
conflicto. 
 
5) Hay una evidente desproporción entre la cantidad de procesos activos 
y aquellos que logran una terminación normal en juicio, sin que este 
hecho se traduzca en la resolución del problema que dio lugar a la 
acción penal. 
 
6) Resulta muy alto el nivel de sentencias sancionatorias 
 
7) Es preocupante la cantidad de menores que reinciden en el delito sin 




1º.- Las sanciones que se aplican en vigencia de la Ley 1098 de 2006 no 
resultan eficaces para la prevención de la criminalidad en el Distrito Judicial 
de Pereira; 
 
2º.- La implementación de la Ley 1098 de 2006 (Código de Infancia y 
Adolescencia), no ha sido eficaz en relación con la demanda del servicio 
esencial de justicia en el Distrito Judicial de Pereira, desde el momento en 
que entró en vigencia; 
 
3º.- A pesar del invaluable factor humano que interviene en la aplicación de 
la Ley 1098 de 2006, desde su vigencia no se ha logrado garantizar una 
óptima aplicación por diferentes circunstancias que van desde la falta de 
disponibilidad presupuestal, hasta la limitada asignación de recursos 
logísticos; 
 
4º.- En materia de sanciones se concluye que no se está verificando la 
efectiva aplicación de las consecuencias de la acción penal respecto de los 
sujetos activos de las conductas; 
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5º.- A pesar que la filosofía que ha inspirado la Ley 1098 de 2006 (Código de 
Infancia y Adolescencia) es bondadosa y tiene fines loables, en sentido 
práctico resulta de difícil aplicación real por ausencia de una clara y definida 
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